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INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION Y JUSTICIA SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 16 DE LA LEY N° 18.918, ORGANICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.


_______________________________________________________


HONORABLE CAMARA:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros el proyecto de ley de la referencia, de origen en moción de los Diputados señores Viera-Gallo, don José Antonio; Cerda, don Eduardo, y Coloma, don Juan Antonio.


	Exponen los autores de esta iniciativa legal, que a la fecha de su presentación conformaban la Mesa de la Corporación, que la necesidad de poner en conocimiento de la Corte Suprema los proyectos que inciden en la organización y atribuciones de los tribunales, al momento de la cuenta, produce serios inconvenientes en la tramitación de aquéllos que contienen preceptos de esa naturaleza, máxime si se considera que en la mayoría de los casos son presentados poco antes del cierre de la misma, lo que impide hacer un acucioso estudio para detectar su existencia.


	Por la razón indicada, sugieren que esa consulta se haga en cualquier momento de su primer trámite constitucional.


--------


	Para la acertada comprensión de esta iniciativa, vuestra Comisión tuvo  presente los siguientes antecedentes de derecho.


	-- El artículo 74, inciso segundo, de la Constitución Política, que dispone que "La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema.".


	--  El artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que establece que "Los proyectos que contengan preceptos relativos a la organización y atribuciones de los tribunales, serán puestos en conocimiento de la Corte Suprema para los efectos indicados en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política. El proyecto deberá remitirse a la Corte al momento de darse cuenta de él si el mensaje o moción se hubiere presentado sin la opinión de esa Corte, o deberá hacerse posteriormente por el presidente de la corporación o comisión respectiva si las disposiciones hubieren sido incorporadas en otra oportunidad o hubieren sido objeto de modificaciones sustanciales respecto de las conocidas por la Corte Suprema.".


--------


	Por la extensión del proyecto, vuestra Comisión lo estudió en general y particular a la vez, como si se tratare de una iniciativa de fácil despacho.


	Al margen de las disposiciones legales transcritas, le pareció necesario examinar la jurisprudencia del Tribunal Constitucional relativa al artículo 74 de la Carta Fundamental.


	Para dicho Tribunal, el concepto  "organización y atribuciones de los tribunales", empleado en el artículo 74 de la Constitución, se refiere a la estructura básica del Poder Judicial en cuanto ella no está reglada por la propia Carta Fundamental, pues dice relación con lo necesario "para la pronta y cumplida administración de la justicia en todo el territorio de la República. El propio constituyente se ha encargado de advertir que no todo lo relacionado con esta materia queda bajo el ámbito de ley orgánica constitucional, pues ha reservado a la competencia de la ley común, en su artículo 60, N° 3, los preceptos "que son objeto de codificación, sea civil, comercial, procesal, penal u otra", y en el N° 17 del mismo precepto, deja a la ley común señalar "la ciudad en la cual deba funcionar la Corte Suprema". (Sentencia de 26 de noviembre de 1981, autos rol N°4).


	En el citado artículo, según el Tribunal, existen dos órdenes de materias que deben contener esta LOC: una genérica, ya indicada, relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, y otra específica, sobre "las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados". ( Sentencia de 9 de enero de 1989, autos rol N° 62).


	Esa sería la ley que no puede ser modificada sin oír previamente a la Corte Suprema.


	A juicio del Tribunal, el señalado artículo 74 no precisó el alcance de la expresión "previamente", dejando esta determinación a la ley orgánica constitucional respectiva.


	En su opinión, la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en su artículo 16, "precisó el alcance de la expresión "previamente" al disponer lo que sigue, desarrollando un texto armónico y sistemático con el artículo 74 de la Constitución Política de la República...", procediendo a continuación  a transcribir el texto del señalado artículo 16. (Sentencia del 3 de diciembre de 1990, autos rol N° 115, recaída en un requerimiento sobre cuestión de constitucionalidad del proyecto que modificaba la ley N° 18.892, sobre Pesca y Acuicultura).


	En el mismo fallo, considerando 17, concluye que no habiéndose remitido el proyecto a la Corte Suprema al momento de darse cuenta de él en la Cámara de Diputados, se omitió el trámite constitucional, con lo que se ha configurado un vicio de forma, declarando luego inconstitucionales los preceptos respectivos por no haberse oído a la Corte Suprema en la oportunidad prevista en la Constitución.


	En similar sentido se ha pronunciado en la sentencia del 30 de enero de 1991, autos rol N° 118, recaída en el proyecto sobre centrales sindicales, declarando que son inconstitucionales aquellos preceptos que se modificaron sin oír a la Corte Suprema en la oportunidad prevista en la Constitución, disponiendo su eliminación del proyecto.


--------


	Acorde con la jurisprudencia reproducida,  cabe concluir que si bien la obligación de oír a la Corte Suprema está establecida en la Constitución, es el artículo 16 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, que en el proyecto se modifica, el que señala la oportunidad en que debe cumplirse con tal trámite.


	Lo usual es que el proyecto, si es de iniciativa presidencial, se presente con la opinión de esa Corte. Si no es así, debe remitírsele únicamente al momento de darse cuenta del respectivo mensaje o moción, so pena de incurrir en un vicio de inconstitucionalidad de forma que no es posible subsanar.


	En ese entendido, vuestra Comisión es de opinión de que no existiría impedimento alguno para modificar el referido artículo 16 para subsanar los problemas que los autores de esta moción han planteado.


	Es del caso señalar, en apoyo de la iniciativa, que los proyectos de ley, antes de iniciar su tramitación legislativa, son objeto de un somero examen para determinar su admisibilidad, esto es, para resolver si cumplen o no con las exigencias que establecen los artículos 13 y 14 de la ley del Congreso, esto es, que no se trate de materias que deben tener origen en la otra Cámara o que deban iniciarse exclusivamente por mensaje del Presidente de la República; ver si vienen acompañados de sus fundamentos, conjuntamente con los antecedentes que expliquen los gastos que pudiere importar la aplicación de sus normas, la fuente de los recursos que la iniciativa demande y la estimación de su posible monto, y comprobar que no  se propongan  conjuntamente normas de ley  y de reforma constitucional.


	Ese examen, que debiera servir también para determinar si el proyecto contiene normas sobre  la organización o atribuciones de los tribunales, se ve dificultado por la premura con que debe efectuarse y, principalmente, porque no siempre es fácil determinar si una disposición, inserta en un proyecto que trata de otras materias, incide o no en la organización o atribuciones de los tribunales.


	Por lo demás, el término "organización y atribuciones de los tribunales" no está definido en parte alguna, por lo que para precisarlo se requiere recurrir a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, no siempre unívoca y clara.


--------


	Por todas esas razones, vuestra Comisión, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, prestó aprobación en general al proyecto, por estar de acuerdo en abordar y solucionar el problema planteado.


	Con todo, durante la discusión en particular, le pareció más razonable precisar que el informe de la Corte Suprema debía ser requerido no "en cualquier momento de su primer trámite constitucional", sino "en cualquier momento antes de su votación en la Sala", con el objeto de que se recabe tan pronto se esté en condiciones de saber con certeza que en un proyecto hay normas que inciden en la organización y atribuciones de los Tribunales.


	De esta forma se evita caer en otro vicio de inconstitucionalidad, como sucedería si el proyecto fuera comunicado a la Corte Suprema, pero se aprobara sin haber recibido su opinión, esto es, sin haberla oído, por habérsele comunicado demasiado tarde. 


	Como lo ha resuelto el Tribunal Constitucional, a la Corte Suprema hay que oírla, no bastando con poner en su conocimiento el proyecto. En la práctica, como no tiene plazo para hacerlo, al no informar dilata el despacho de los proyectos, ejerciendo en la práctica un verdadero derecho de veto que impide legislar.


	La fórmula aprobada no impide que el proyecto se ponga en conocimiento de la Corte en el momento de la cuenta, pero tiene la ventaja que si no se hace, se puede hacer después, sin incurrir en vicio alguno.


	La circunstancia de que se ponga un límite para hacerlo no debería crear problemas prácticos, como los que ha generado la actual disposición, ya que del estudio de la Comisión respectiva habrán de salir a luz las disposiciones consultables.


	Es más, las Comisiones, acorde con el artículo 286 del Reglamento, están obligadas a indicar en sus informes si el proyecto contiene normas de esta naturaleza y, si las hay, a especificarlas, con lo cual la solución que se propone armoniza con el artículo 74 de la Constitución, con la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y con el reglamento de la Corporación.


	Vuestra Comisión estima que la solución propuesta resuelve el problema, quedando por solucionar el que suele producirse por la demora con que la Corte Suprema evacua su cometido, por no tener plazo para informar. La fijación de uno con tal propósito, obligaría a modificar la Constitución.�


--------


	En mérito de las consideraciones expuestas y por las que os dará a conocer el señor Diputado Informante en su oportunidad, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente 





PROYECTO DE LEY:


	"Artículo único.- Reemplázanse en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las palabras "al momento de darse cuenta de él" por los términos "en cualquier momento antes de su votación en la Sala".


	Se designó Diputado Informante al señor Ribera Neumann, don Teodoro.


	Sala de la Comisión, a 6 de julio de 1993.











	Acordado en sesión de igual fecha, con asistencia de los señores Rojo (Presidente), Aylwin, Bosselin, Chadwick, Elgueta, Longton, Martínez Ocamica, Molina,  Pérez Varela y Ribera.

















Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.





  � En la reforma constitucional relativa al Poder Judicial, se propone reemplazar la disposición de oír a la Corte Suprema, por otra que obliga a poner en su conocimiento el proyecto que incida en la organización y atribuciones de los tribunales, en cualquier estado de su tramitación.


	      El H. Senador Vodanovic ha presentado un proyecto de reforma constitucional (BOL. 1018-07), con fecha 15 de junio de 1993, modificatorio del artículo 74, para otorgar un plazo de 30 días a la Corte para manifestar su opinión, cuando le fuere requerida, transcurrido el cual se tendrá por cumplido el trámite. Lo anterior, para evitar la repetición de casos concretos de retrasos que se han producido respecto de proyectos remitidos a su consideración y llenar así un vacío constitucional.
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